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Excel .lent i&es aut oritats 
Membres de Iri Comunitat Univemitiria 
Senyores i senyors. 
Constitueix per o mi  ungmn honor -que molt de veres ugraex- 
e l  dictar oquesta I l i ~ o  quan s'inougum el c m  ucad4mic 7985186. 
1, si 6s veritat que en qualsevol cas 4s un n t i u  de satis facció re- 
bre aquest enccirrec, ho 6s m& encara en uquesfa ocasio, quan 
comenp aquest curs en e l  que 10 Universitut de les llles Boleors 
estrena uns Estatuts, f r u t  de /'es forc dels diversos colectius que 
componen la nostru Comunitar Universituria que varen donar un 
exemple de treball i, en no poques ocasions, de sacrjfjci per fer 
que la nostru Universitu t tengués el seu necessari mas, juridic, que 
ha merescut, ma/sruf les imperfeccions que tot  treboll humo com- 
porto, elogioms culif icatius, in clos el de progressivitat, en impor- 
tants mitjans de comunicació diaris del nostre Pais. 
Quun vaig tenir I'ulegria d'urribar a la mew actual plaga do- 
cent -ara fa set anys- componiem el pro fessorat numerari de la 
Facultat de Dret tres persones: els doctors Ramallo Massanet, 
Samper Polo i jo. A vul, cerrament, i sense que aix6 suposi no 
recondixer les dificultats exlstents -especiolment moterials- e/ 
panorama 6s molt distint. La Facultat, com lo prbpiu Universitut, 
ha d 'occeptar el desafiament que la posta en marxa de la reforma 
uniwrsituria suposa. 1 aix6 resulta especialmente rele vant dins la 
Facultat més nombroso -i per funt amb un pes específic propi- 
que reguereix, reclama i exigeix el protqonisme adequat a la sevo 
Importdnc/o. 
Uno de los temas cruciales de nuestra historia constitucional 
ha sido, Qn duda, el de Ia organización territorial del Estado. La 
Historia constitucional ha sido, sin duda, el de la organización te- 
rritorial del Estado. h Historia de España de estos casi dos siglos 
últimos se ve jalonada de interés -o síempre pacifico- de en- 
contrar para nuestra Patria una fórmula adecuada que pudiera per- 
mitir la armonización de la individualidad con el necesario respeto 
al pluralismo existente en las diferentes Regiones. 
Si a este dato histórico -que tendrá su necesario desarrollo 
posterior- se añade el de que uno de los temas más en crisis de lo 
que hasta ahora se ha venido denominando como Derecho Polí- 
tico es precisamente el de las formas de Estado, nos encontrare- 
mos en la consideración de la tremenda dificultad que el tema 
objeto de estudio conlleva. 
Nuestra historia constitucional comienza con el texto gadi- 
tan0 de 1812. El Discurso Preliminar leido en las Cortes al presen- 
tar la Comisión de redacción del texto constitucional su Proyecto 
es una pieza clave para entender el tránsito del Antiguo al Nuevo 
Régimen, Todo el Discurso se halla impregnado de la idea de que 
lo que ae pretende es la vuelta a las "antiguas libertades ", anterio- 
res a 170 e incluso de más, mucho más, tiempo atrás. "Nada ofre- 
ce la Comisión en su proyecto que no se halle consignado del mo- 
do más auténtico y solemne en. . . las leyes fundamentales de Ara- 
gón, de Navarra y de Castifla". "La Comisión recuerda con dolor. . . 
el ahínco con que se prohibía cualquier escrito que recordase a la 
Nación sus antiios fueros y libertades. . . hasta el punto de mirar 
con ceño y desconfianza a bs que se manifestaban adictos a las 
antiguas de AmgÓn y de Castilla. 
Los españoles fueron en tiempo de los g d o s  una nación libre 
e independiente; los españoles despuk de la restauración, aunque 
fueron también libres estuvieron divididos en diferentes estados. . .; 
los españoles reunidas bajo una misma Monarquía, todavia fueron 
Iíbres por al& tiempo; pero la reunión de AragÓn y de Castilla 
fue seguida muy en breve de la pérdida de la libertad. . . si se excep- 
túan las felices provincias vascongadas .y el reino de Navarra. . . 
que excitaban de continuo los temores de la Corte, que acaso se 
hubiera arrojado a tranquilizarlas con el mortal golpe que amagti a 
su libertad más de una vez en los iiltimos años del anterior reina- 
do, a no haber sobrevenido la Revolución". 
En el Discurso e urgia a afrontar el problema de la organiza- 
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objeto de edudio conlleva. 
Nuestra historia constitucional comienza con el texto gadi- 
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es una pieza clave para entender el tránsito del Antiguo al Nuevo 
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res a 1700 e incluso de más, mucho más, tiempo atrás. "Nada ofre- 
ce la Comisión en su proyecto que no se halle consignado del mo- 
do más auténtico y solemne en. . . las leya fundamentales de Ara- 
gón, de Navarra y de Castilla". "La Comisión recuerda con dolor. . . 
el ahínco con que se prohibía cualquier escrito que recordase a la 
Nación sus antiguos fueros y libertades. . . hasta e1 punto de mirar 
con ceño y desconfianza a los que se manifestaban adictos a las 
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Los españoles fueron en tiempo de los godos una nación libre 
e independiente; los españoles despuk de la restauración, aunque 
fueron también libres estuvieron divididos en diferentes estados. . .; 
los españoles reunidos bajo una misma Monarquía, todavía fueron 
Ubres por algún tiempo; pero la reunión de AragÓn y de Castilla 
fue seguida muy en breve de la pérdida de la libertad. . . si se excep- 
túan las felices provincias vascongadas y el reino de Navarra. . . 
que excitaban de continuo los temores de la Corte, que acaso se 
hubiera arrojado ri tranquilizarias con el morbal golpe que amagó a 
su libertad más de una vez en los Últimos años del anterior reina- 
do, a no haber sobrevenido la Revolución". 
En el Discurso se urgía a afrontar el problema de la organiza- 
ción territorial. "La división del territorio de la Monarquía indica- 
da en el articulo 12 de este Proyecto, se hace cada vez más necesa- 
ria, para que pueda tener su efecto lo que dispone la Constitución 
en diferentes lugares" .(l ) 
Veinte años más tarde el carlismo alzaría la bandera de la de- 
fensa de las pecuiiaridades forales de Navarra y Vasconia, como 
paradigma de lo que se entendía como necesmio : la descentraiiza- 
ción y la defensa de la autonomia regional. Cuando la primera 
confrontación armada con los carlistas terminó con aquel episodio 
de Vergara -Convenio o Abrazo, para unos; alevosa traición de 
Maroto, para otros- se exigió del Poder central la confirmación de 
los fueros vasconavamis. Cumplimiento de esta exigencia seria e1 
Real Decreto de 25 de octubre de 1839. Más tarde, el progresista 
Espartero daría un golpe importante al foralismo vasco, durante su 
azarosa Regencia, uniendo asi, políticamente, y de rebote, nacio- 
nalismo y moderantimo en Vasconia. Durante el transcurso de 
estos veinte años, Javier de Burgos había procedido a efectuar la 
división de España en provincias, al modo centralista copiado de 
Francia, fortaleciendo, por tanto, el poder central, 
Aunque esta reseña histórica tenga que ser necesariamente 
breve, pues no es su objeto, sino referencia obügada de este estu- 
dio, no se puede prescindir de hacer un alto imporhnte al mencio- 
nar el movimiento federalista, que aunque ya había hecho apari- 
ción en la escena política española anteriormente incluso con re- 
presentación en el Congreso- alcanza lógicamente su cénit en la 
1 República española. Que el federahmo era un sueño de Pi y Mar- 
g d ,  imposible de poner en práctica en aquellos momentos quedó 
demostrado por el terrible movimiento centrífugo que la procla- 
mación del carácter federal de la República produjo. Prácticamente 
todo careció de vertiente juridica en aquellos pocos meses. Rimó 
la gituación de hecho. Si el federalismo -Pi y Margall- llegh al 
poder por un abandono de hecho del primer presidente de la Re- 
pública -e1 débil Figueras- también los meses en que se mantu- 
vo en el poder se limitó a ir detrás del incendio producido tratan- 
do de apagar el fuego. 
(1) En 'Ton9tituciones Y otras leyes y Proyect~s políticos de España" de Diego SeviIia 
~ n d r h .  Ed. Nacional. Madrid 1969. Tomo 1. p. 1 15 y ss. 
La entrada en guerra de las Repúblicas de Granada y J a h ,  ia 
pmclamaeión como Repúblicas indepndknúa de pueblos ignotos 
y abandonados de Extremadura y Andalucia, el levantamiento 
amado especialmente virulento en el levante y m s t e  de E~paña 
furon episodios que, aunque escaso8 en el tiempo y en la impox- 
tancia objetiva 4 se exceptúa Cartagena-, no sirvieron precisa- 
mente para prestigiar el federalismo. El fantasma de lo ocurrido en 
1873 iba a estar pmnte en la d i s d ó n  constituyente de la Re- 
púbiica posterior, en 1983, cincuenta y ocho años mis t d e ,  po- 
co tiempo para fa amnesia colectiva. Pese al int& que pueda sus- 
citar en algún aspecto imtitucioiial concreto, el proyecto comti- 
tucional de f 873, no llegó ni a terminarse de discutir en las Cortes, 
mb ocupadas -o sin razón- en escoger cuatro presidentes de la 
República en 11 meses, y en hacer frente como Órgano leglhtivo 
a la situación demencia1 que se produjo. 
Terminado el intento federal vino la reacción contraria. Ter- 
minada en Somomstm la tercera y úItima guerra carlista, acaba- 
do con la Restauración e1 denominado sexenio revolucionario, el 
ansia de paz es min ime damor en toda España. El Monarca res- 
taurado pasa a ser denominado "e1 pacificador" y como botón de 
muestra del mismo sentir, los comerciantes valencianos plasman su 
daeo de paz en una lápida en h hnja Vdenciana. Por el momen- 
to y para muchos, el federalismo es sinónimo de caos, de alteración 
del orden. 
Aunque el sentimiento federal no queda, ni mucho menos, 
apagado, no hará presencia tan notoria hasta 1883, en que el fe- 
deralismo del Principado prepam un Proyecta de Constitución 
pmra el Estado c a w .  Cuatro años mis tarde ocw& b mismo en 
Galicia. Pero, sin duda, el momento m& importante tendrá lugar 
ya en plena Regencia, en mamo de 1892. La UnGn Catala&& de 
Prat de la Riba, apmeba las Bases de lvbma, con concesión al 
ideado atado catalán de facultadas rnilhws y monetarias. 
El gobierno central trata de controlar estas pretensiones me- 
diante un proyecto de ley que r e  la descentdbación. Evi- 
dentemente no cabe detenerse en cada uno de estos intentos que 
no vieron ia luz. Basta citar los mis impoxtantes. Abre la lista el 
Proyecto Moret de 1884, al que, entre otros giguen los de Romero 
Robledo, Silvela, Maum y Canalejas. Quizá los proyectos mán 
interesantes fueron los que praentb el político mallorquin en 
1903 y 1907, coincidiendo con tu dos primeras estancias d h t e  
del banco azul. Fue una lástima que no vieran la luz. Pero en 1903 
el gabinete de Maura se debatia con un Congreso hostil, atizado 
por tan venenosos temas como el de los suplicatorios -astutamen- 
te manejado por B l a v  Ibáñez- y el del arzobispo Nonaleda 
-burda torpeza, limitrofe con su habitual frivolidad reconocidas 
años más tarde por el propio protagonista, lo q.ue le honra- del 
conde de Romanones. Y cuatro aíios más tarde, en aquel porten- 
to regenerador que fue la "Revolución desde arriba", en el inten- 
to de entendimiento con Capó, Maura fracasaría por la cobardía 
de muchos, h ceguera política de otros, y en definitiva, la mal disi- 
mulada reticencia que sobre Maura pmba en el ánimo del Rey 
todo ello iba a provocar la inutilidad del esfuerzo. Maura y Canale- 
jas pudieron salvar la suerte de la Monarquía restaurada. Queda 
por hacer el estudio profundo de la aportación ingente- del poli- 
tic0 mallorquin a la historia política española. Si al final todo fra- 
casó fue por el conjunto de causas antes apuntadas, a las que no 
fue ajena la propia masonería. 
Por fin, fue en diciembre de 1913, cuando el gobierno de 
Eduardo Dato -e1  mismo que había producido la escisión de los 
comervadores por la petición de Maura, importantisima cuestión, 
poco o mal estudiada- dictó el Red Decreto -e obvió entonces 
por dificultades insalvables el acudir a fórmula leml que necesi- 
m el concurso parlamentario- por el que se autorizaba la creación 
de Mancomunidades Provinciales con fines puramente administra- 
tivos. El Real Decreto era fiel trmnto del Proyecto que Romano- 
nes había presentado al Senado, sin que llegara a aprobarse antes 
de la dimisión del Conde en octubre de 1913. Tres meses mas 
tarde, marzo de 1914, y al amparo de esa legislación, se constituyó 
la Mancomunidad Catalana, presidida por Prat de la Riba. Poco 
después, junio de 1914, el gobierno presentaba al Congreso, ahora 
en mejores dkpodciones, el Real Decreto, que fue aprobado por 
unanimidad. Cinco años más tarde la w b l e a  de la Mancomuni- 
dad Catalana aprobó un Proyecto de Estatuto, que no viÓ la luz de 
la vigencia. 
Pero no sólo en CaMuña se dejaba sentir el movimiento auto- 
nomista. Aragón, Vascongadas, Galicia -u@ solicitaba la "autono- 
mía integral de la nación gallega"-, Asturias -que pedía la auto- 
nomía regional-, las Diputaciones castellanas g los Municipios r io- 
janos, seguían la iniciativa catalana. 
En enero de 1919, con Romanones al frente del gobierno, se 
elabora un Proyecto de Ley sobre organización autonomista muni- 
cipd y regional. En el Preámbulo de dicho Proyecto(%) se recono- 
cía que "es Uegada la hora de satisfacer las demandas de autono- 
mía para que cada Órgano del Cuerpo nacional recobre y conserve 
la independencia de su función. . . Tiene el problema tan innega- 
bles como antiguos antecedentes en h Historia. . . Constmtemen- 
te, con diversos motivos y en variedad de formas se prdujeron en 
España las demandas de descentralización, las peticiones de auto- 
nomía local que permitiese a Municipios y Regiones desenvolverse 
en un r4gimen de mayor libertad". 
El Proyecto careció de futuro. La precaria situación de los 
gobiernos hacia que estos estuvieran m& pendientes de su propia 
supervivencia que de acometer b solución de los problemas del 
país. Se habia llegado al punto áigido de aquello que Maura había 
denunciado : el divorcio entre la España oficial y la España real. 
Basta decir que entre noviembre de 1918 y septiembre de 1923, 
se sucedieron once crisis toMes desfilando por la presidencia del 
Consejo de Ministros ocho personas distintas. Así se entiende 
cómo cualquier intento de gobernar entraba en vía muerta. Para 
completar el cuadro habria que añadir -como referencia históri- 
ca- la continuación de la sangria marroquí, con el consiguien- 
te enfrentamiento, por acuaciones mutuas, entre militares y polí- 
ticos. 
Tampoco el advenimiento al poder del general Primo de Rive- 
ra supuso el fin a k reivindicación autonomista. En los Últimos me- 
ses de 1923 y la primera mitad del siguiente año se proyectaron 
sistemas autonómicos para Aragón, Valencia, Canarias y Vasconia, 
enviadas al gobierno central desde las regiones de origen. Sin em- 
bargo, el catalanismo , que, en un principio parecía entenderse con 
Primo de Rivera, fue dejándose en cuanto se comprobó la incapa- 
cidad de h dictadura para comprender y afronta el problema re- 
gional. b s  Estatutos Municipal y Provincial, de mano de 1924 y 
f 925, respectivamente, no fueron sino Ietra mojada. 
Hasta 1931 no se produce definición constitucional alguna 
-con la antedicha excepción del Proyecto federal de 1873- acer- 
ca de la organizacibn territorial del poder, o sea de lo que se deno- 
(2) DSC. Iqislatura de 1918, no 110. apéndice 11. En SeviUa de ~ndrés obr. Cit. 
p. 649 y SS. 
mina doctrinalmente como forma de Estado. Las Constituciones 
españolas del siglo XIX omiten cualquier referencia a esta cuestibn. 
ia razón es que estamos ante un Estado unitario, centralizado, que 
reconoce algunas peculiaridades a determinados temtorios 
-euskomvarros- en Wtud de un hecho fiistórico.'~econocunien- 
to que supone una ~inguhridad excepcional. 
Es evidente que la crisis total que supuso el derrumbamiento 
de la Monarquía abría hu puertas a un replanteamiento a fondo de 
los principales problemas que aquejaban a España, y uno de ellos, 
no precisamente pequeño, era el de la organización territorial. In- 
cluso antes de que hie proclamara la República h cuestión regionai 
habia sido tratada por los que iban a constituir el núcleo del pri- 
mer gobierno republicano, En el h& de San Sebastián -que1 
"fantasma en la Cbara" del que habh'a Ferdndez Flores en sus 
"Acotaciones de un oyente", y que al igual que otro Pacto impor- 
tante para la historia española contemporánea, el del Pardo, care- 
ció de precisa formulación escrita- ya se habia anunciado, casi un 
año antes de la proclamación de la República, que, una vez instau- 
rado el Régimen, se daría cumplida satisfacción a los anhelos autu- 
nornistag de las rqgiones, empezando por Cataluña y el país Vasco. 
Ah helo que podría pbmarse en los correspondientes estatutos de 
autonomía. Sin embargo, y por concretar el dato, cuando dicho 
Estatuto -el Ca&- se empezó a discutir en b Cortes, el seis 
de mayo de 1932, Miguel Maura advirtió el Baude que suponía 
hablar del Pacto de San Sebastián, donde &lo se prometió que se 
trataría del tema.(3) 
El inicio de la República estuvo marcado por el problema ca- 
U n .  Companys proclamó la República en Barcelona, a medio- 
día de un catorce de abril, desde un balcón del Ayuntamiento(4), 
y desde eI edificio de enfrente, en la misma plaza de San Jaime, en 
la wde de la Diputación, MacG -1'avi- proclamaba a continuación 
el Estat Cataiá. 
La situación catalana provocó que el gobierno provisional 
tuviera que destacar a tres minhtros en Barcelona, a los tres días 
de tomar poesiiin, para reconducir la situación. 
(3) Vid. AstarIoa Vilkna P. "Región y reiigmn en laa Constituymtes de 193 1". Valen- 
cia 1976 p. 80. (4) Unos mmu tos antes -dato este pom conocido- se había proclamado en la ciudad 
guipuzmana de Eihr .  
De la explosión de sentimiento autonomista al advenir la 11 
República da idea el que, antes de que transcurriera un año de tal 
advenimiento, se habian producido las siguientes iniciativas: un 
proyecto de Estatuto del Estado Navarro; un proyecto de Estatu- 
to vasco, cuya tramitación se ahogó por las reticencias navarras al 
mismo; un proyecto de Estatuto gallego; un Anteproyecto de la 
Región valenciana; un proyecto de Estatuta para las Baleares que 
se ahogó ante la reticencia menorquina, y la indiferencia de los 
Ayuntamientos implicados; otros Proyectos para Canarias, Andalu- 
cía y Asturias; h preparación de un Proyecto en AragÓn, etc. . . 
por citar sólo los datos más caracteristicos. 
Como es sabido, de todas estas situaciones sólo cristalizaría el 
Estatuta ' Catalán de Autonomía, promuIgado en septiembre de 
1932. Tampom verían la luz las iniciativas habidas en las mismas 
regiones citadas, d m t e  el gobierno frentepopulista, desde febre- 
ro de 1936. Fue durante la guerra, octubre de 1936, cuando se 
aprobó el Estatuto vasco, que, por la dinámica de la guerra, sólo 
estuvo vigente en Vizcaya por seis meses. No tendría mejor fortu- 
na el tercero de los Estatutos de autonomía aprobados, el de Gali- 
cia, que estuvo viaente desde febrero de 1938, con k precariedad 
impuesta por la marcha de la guerra. Sin embargo en Valencia, que 
fue una de las Últ imas  regiones en que el gobierno de la República 
ejerció su dominio, no vi6 la luz de la vigencia ninguno de los ante- 
proyectos de Eptatuta que se habían presentado entre diciembre 
de 1936 y marzo del año siguiente. 
Pero volvamos de nuevo a 1931. Za Constitución de este año 
es de oblbzada cita, como precedente histórico en la cuestión auto- 
nómica, a la hora de referirnos a la Constitución vigente. Cuando 
m trata de la autonomía como elemento esencial del Estado dise- 
ñado por la Constitución de 1978, y si se tratan los precedentes 
hay dos citas obligadas: una de nuestro constitucionalismo hk- 
tórico -la ya mencionada- y otra de constitucionalismo compa- 
rado, el texto italiano vigente elaborado en 1947. Pero si se tie- 
ne en cuenta la enorme influencia que nuestra Constitución de la 
11 República ejerció en la italiana, se entenderá la necesidad ine- 
ludible de hacer puntual y dilatada referencia al texto republica- 
no español. Porque existe en el constitucionalismo español prece- 
dente anterwr; tan sólo cabe la inferencia lejana a la Constitución 
de 1869 -Ia que inicia el sexenio revolucionario- que consagra de 
alguna manera el Senado como cámara de representacion territo- 
riai, tal como se infiere de su articulo 60 y del espíritu que presi- 
dio el debate constituyente. 
En la elaboración de nuestra constitución de 1931 pesaron 
decisivamente dos temas: el problema regional y la cuestión reli- 
giosa. Tanto, que en Ia aprobación de los 27 primeros artículos 
+n los que ambos temas aparecían recogidos- se tardó lo mismo 
que en la de los restantes que componim el texto constitucional. 
El problema regional se trath siempre pensando en Cataluña 
y, en menor medida, en el País Vasco, cuya autonomía fue mirada 
con bastante recelo por los partidos de izquierdas. El federalismo, 
cuya bandera fue izada en k Cámara constituída por Pi y Arsuaga, 
Elola, Otero Pedrayo, etc. . ., argumentó a su favor el compromi- 
so contraído por el Pacto de San Sebastih. La República no fue 
federal, fundamentalmente, por decisión final del Partido Socia- 
lista. En el Programa del Partido sobre la Constitución se recono- 
cía la necesidad de apoyar las reivindicaciones autonomistas, con 
la condición de que tuvieran vitalidad suficiente y de que se con- 
miltara previamente aI pueblo antes de asentir al estado de una per- 
sonalidad regional. Pero, tal como apunta Pla(5) al historiar la 
República, "los portavoces de la minoría socialista cerraron elyaso 
a toda veleidad federalista con esta simple frase : la minoría socia- 
lista no ha sido nunca federal". Y es que, ciertamente, era baladí 
invocar el Pacto de San Sebastián, teniendo en cuenta que el socia- 
lismo, como tal partido, no estaba representado en el mismo. El 
socialismo se adhirió a la Conjunción Republicana mis tarde, se- 
guramente en 1931, cuando manifestaron su propósito de no 
acudir a las elecciones convocadas por Berenguer, en Enero. De la 
manifiesta actitud socialista da cuenta el incidente que se produjo 
cuando se aprobó, en confusa sesión, una enmienda de Otero, de 
carácter general, y la habilidad de Besteiro logró que, trag repetir- 
se la votación, eI resultado fuera negativo.(6) 
Desechada, para la Constitución republicana, la f órmul  fe- 
deral, se trató de resolver el problema con la fórmula del Estado 
integral, más obligada por una apremiante necesidad política que 
por convicción doctrinal. El origen doctrinal del Estado integral 
hay que buscarlo en Hugo Preuss, "ese gran talento -dijo Jimé- 
(5 )  Piá, Jos6.''Historia de la Segunda República espaiiola". Madrid 1940. p.  210. 
(6) DDSCC no 39, P. 954. 
nez de Asúa en las Cortes al presentar el Proyecto constitucional- 
que vio cerradas todas las vías oficiales por la incomprensión de 
Gierke y Jellinek, representantes del o ficialismo de Alemania" 
Un precedente m& inmediato puede encontrarse en Mirkine-Guet- 
zevich, y más en concreto en su obra sobre las tendencias del De- 
recho Constitucional -traducida años más tarde del h c é s  ai 
casteliano(7) -en que aboga por un proceso de racbnalización 
del Estado y del Poder, en donde, iunto a un parlamentario racio- 
nalizado pretende un federalismo también racionalizado. Otros 
precedentes doctrinales de la forma de Estado consagrada por 
nuestro texto de 1931 pueden encontrar= en el profesor español 
Miguel Cuevas y en la Asamblea de Lugo de noviembre de 1918, 
según ha puesto de relieve recientemente el profesor Hernánciez 
Lafuente@), en cuyo Manifiesto se propugnaba la consecución 
de "una autonomía integral de la nación gallega". El artículo 8 del 
texto Constitucional especificaba que "el Estado español. . .esta- 
rá integrado por Municipios mancomunados en provincias y por 
las regiones que se constituyan en régimen de autonomia". 
Este es el precedente constitucional de nuestro texto vigen- 
te. La organización territoel del Estado que diseñaba la Consti- 
tución republicana se componía, por tanto, de dos elementos: las 
provincias, que mantendrían su dependencia del poder centrai(8bis), 
y las regiones, que se constituirían en régimen de autonomía. 
Dos cuestiones más hay que abordar antes de terminar con la 
Constitución de 1931 como precedente constitucional del Estado 
autonómico actual. En primer lugar la casi unanimidad de juicios 
acerca de b forma integral. Sin que pueda ser objeto de larga aten- 
ción aquí y ahora hay que decir que las posiciones fueron predo- 
minantemente negativas. En definitiva, la fórmula adoptada servía 
para obviar el problema federal, evitando, de paso, la acusación de 
centralismo. Ruiz del CastiUo opinaba que "con el pretexto de que 
el unitarisrno y el federalismo están en crisis, se ha tratado de crear 
, 
un tipo que los supere. Seguramente que el vocablo "integral" no 
está llamado a enriquecer eI léxico jurídico-político. Nadie podría 
deducir de la palabra el concepto: razón suficiente para rechazarla 
(7) "Modernas tendencias del Derecho Constitucíonal". Madrid 1934. 
(8) Hernández Lafuente A. "Autonomía e integración en la Segunda RepiÍblica". Ma- 
drid 1980. Ed. hcuentro. (8 bis) El Anteproyecto especificaba, de manera poco afortunada, tal dependencia con 
el inciso "directamente vinculadas al Poder Central". 
como imprecisa"(9). Tampoco Pérez Serrano es más benévolo en 
BU juicio:". . . triunfó por fin una fórmula hihida y no del todo 
clara. . . Se afirma que'la República es un Estado integral, y esta 
expresión no tiene ni precisión termiriológica en la Gcnica juri- 
dica recibida, ni valor gramatical irreprochable. Obedece, proba- 
blemente, a un criterio personal y sugestivo, pero harto discuti- 
ble. . . que sostiene la superación de los viejos conceptos del Uni- 
tario y del Estado Federal por un tipo nuevo 'modeido sobre el 
caso de la Alemania contemporánea y se olvida, quizhs, que el pro- 
ceso allí visible, iniciado ya antes de la Constitucibn de Wimar y 
seguido después de ésta, representa si, una superacibn del federa- 
lismo, mas no porque cree un Estado original y de estructura pecu- 
liar isima, sino porque refuerza lo unitario. . . sin renunciar por elio 
a vigorosas autonomías administrativas. Acaso el adjetivo "inte- 
gral'' tenga como Única ventaja la que Mautner atribuía al vocablo 
"Estado": la de ser absolutamente vacío de sentido, con lo cual ca- 
da uno puede rellenarlo a su manera. Esto, sin embargo, no es 
afrontar el problema : es el~dirlo'~(l0). Y desde la Prensa, El Sol de 
26 de septiembre de 1931 calificó al adjetivo de integral para defi- 
nir la forma de Estado como "trabaienguas". 
Vistos estos juicios sobre la forma integral de Estado hay que 
señalar, en segundo lugar, a tenor de las puntualizaciones anuncia- 
das, que el problema catalin desbordó la capacidad organizativa de 
los sucesivos gobiernos republicanos a la hora de aplicar el texta 
constitucional. LOS enfrentamientos fueron constantes y lo que en 
Cataluña se reclamaba como mínimo grado de autonomía, en gran 
parte del resto de España -exceptuando el País Vasco y Galicia- 
era algo postizo y que superaba las propias capacidades regionales. 
En Ia cuestión auton6mica no se aplicó, de hecho, la Constitución. 
En Cataluña, según la Generaiitat, por defecto; en el resto de Es- 
paña, por exceso. La tardía aprobación -ya citada- de los Estatu- 
tos vasco y gailego , no empaña la anterior a h a c i ó n .  
Cuatro años más tarde de la proclamación de la República 
julio de 1935- se elaboró un Proyecto de reforma constitucional 
que introducía modificaciones en la distribución territorial de 
(9) Ruiz delCaststillo. C. "Derecho PoIitiw".Ed. Reus. Madrid, 1939, pp. 247-248. 
(10) P b  Serrano, N. "La Constitución espaiioIa". FA. Rtv. de Dcho. Privado. Madrid 
1932. PP. 6263. 
competencias prevista en la Constitución, fruto, por otra parte, de 
Iri aprobación de una enmienda de Juarros y Alcalá Zamora, que 
contribuyó a una regulación constitucional compleja y oscura, tan 
lejos de la sistematización diafana del Anteproyecto de la @mi- 
sión Jurídica Asesora. Dicha reforma de 1935 se encaminaba, 
entre otras cosas, a la modificación de las condiciones para apro- 
bación, suspensión, refonna o derogación de los estatutos regio- 
nales, a incluir el orden público entre las materias de exclusiva 
competencia -de legislación y ejecución- del Estado, a la supre- 
sión o reforma de los extremos relativos a Irt intervención del 
Tribunal de Garaiitiaa, y a la reforma de la representación del Es- 
tado en las regiones autónomas y la relación de autoridades cen- 
trales y regionales. La precariedad de Lerroux al frente del gobier- 
no hacia que el Proyecto de reforma entrara en vía m u d a .  
Tras la guerra civil tuvieron que pasar muchos años para que 
la cuestión que nos ocupa pudiera, siquiera atisbarse. Una cierta 
referencia puede encontrarse en la ley Orgánica del Estado de 
1967 que en su articulo 45.2 manifestaba que "podrán establecer- 
se divisiones territoriales distintas de la provincia". La ley del 
Plan de Desarrollo de 1972 preveía la posibilidad de Mancomuni- 
dades interprovinciales "para la realización de acciones conjuntas 
de desarrollo regional o interprovincial". La ley de Bases del Es- 
tado de Régimen local, del 19 de noviembre de 1975, preveía 
también la posible constitucion de Mancomunidades provinciales 
"a fin de promover y colaborar en la acción de desarrollo regional 
e interprovincbI". Dada la fecha de la aprobación de la citada ley 
de Bases se comprenderá fácilmente lo efímero de su existencia. 
Una etapa sustancialmente distinta da comienzo en septiem- 
bre de 1977 al restablecer* provisionalmente por decreto ley, la 
Generalitat de Cataluña, lo que provoca k reacción autonomista 
del País Vasco, primero, y de Galicia, Valencia y Canarias poco 
mis tarde. Unánimamente se reclama la libertad, la autonomía y 
su correspondiente Estatuto. La labor de las Comisiones de estudio 
que se habían creado en el ultimo mes de 1975 y los primeros días 
de 1976 para el estudio del régimen peculiar de Vizcaya, Guipúz- 
coa, Cataluña y Canarias, se vio desbordada por la movilización 
popular. 
Al igual que ocurriera en 1931, también en 1978 el texto 
constitucional va a estar precedido por una situación de hecho 
-las preautonomias- que va a pesar decisivamente en el proceso 
constituyente. A diferencia, sin embargo, de 1981, no es sólo una 
rgión la que abandera el sentimiento autonómico y su correspon- 
diente reivindicación. 
El planteamiento de la política autonómica en el periodo 
constituyente fue posiblemente desmesurada según opinión muy 
extendida y vertida desde muy diversas ideologias. Si a esto se le 
añade el recelo que la cuestión provocaba en sectores o partidos 
centralistas -tanto de derechas como de izquierdar y la rigudiza- 
ción de problemas tan lacerantes como el terrorismo, el paro o la 
inflacción, se entenderá lo polémico que resultó el Gma auto- 
nómico. 
En descargo del equipo gobernante en aquel momento hay 
que tener en cuenta la enorme trascendencia y gravedad del perio- 
do de la transición. Ciertamente el balance del momento es positi- 
vo y quizá sea en posteriores años cuando se aprecie esta circuns- 
tancia. Unas muy recientes declaraciones del Presidente del Go- 
bierno a la Sociedad Española de Radiodifusión -SER- de fecha 
16 de septiembre, abonan esta Última afirmación, insistiendo en 
que todavía no han transcurrido ni 10 años desde el inicio del pro- 
ceso de lo que algunos han denominado, eon dudosa propiedad, 
la "refundación" del Estado. 
Lucas Vexdú afirma a este respecto: "es evidente que el cen- 
tralismo más que secular del Estado español no se puede transfor- 
mar en poco tiempo. Parece claro que una cosa es el centralismo 
uniformaolor en beneficio de las instancias del poder político, 
económico, social y cultural de la capital del Estado y en menor 
grado de otros contados centros urbanos, y otra muy distinta es 
que no se puede permitir una centrifugación, valcanización de un 
país que cuenta con una larga historia común con hechos glorio- 
sos y otros desafortunados que afectan a ia nación española, patria 
comijn e indivisible de todos bs españoles como reza el articulo 
segundo".(ll) 
Como ya se ha mencionado antes el precedente de obligada 
referencia en Derecho comparado lo constituye el texta italiano 
de 1947. Es de notar la cautela y el realismo con que se operó en 
1- el proceso configumdor del sistema regional. El artículo 5 
(11) Lucag VerdG, P. 'Curso de b c h o  Politim".~ol. W .  E.. Tccnos, Madrid 1984. 
p. 687. 
de la citada Constitución establece que "la República una e indi- 
visible, reconoce y promoverá las autonomías locales, efectuaá los 
mMcios que dependan del Estado ia más amplia descentralización 
administrativa, y adaptará los principios y métodos de su legisla- 
ción a las exigencias de la autonomía y de la descentralización". 
El titulo V de la segunda parte de la Constitución italiana 
está dedicado a regular el Estado Regional, enumerando el articulo 
116 las cinco regiones con Estatuto especial de autonomia: Sici- 
lia, Cerdeiia, Trentino-Alto Adigio, Friul-Venecia Julia y el Valle 
de Aosta. La primera región con autonomía especial que se consti- 
tuyó fue Sicilia +ciuso antes de promulgarse la Constitución-, 
seguida en 1948 por Cerdeña, el Valle de Aosta y el Trentino-Alto 
Adigio, en donde hubo que superar las dificultades existentes a 
causa de las minorias de lengua alemana en la frontera con Austria 
que tienen su principal sede en Merano y Bolzano. Sin embargo la 
región de Friul-Venecia Julia tardó 1 5 años en constituirse -1 963- 
a causa de la disputa con Yugoslavia a propósito de la ciudad de 
Ttieste , al fin en zona itahna. 
Si se exceptUan estas cinco regiones de estatuto especial, no' 
se puede hablar del funcionamiento del Estado Regional italiano 
hasta 1970 -23 años despuk de haber entrado en vigor la Cons- 
titución- toda vez que la ley reguladora del sistema de elección 
de los Conejos Regionales es de 1968 y la ley reguladora de la au- 
tonomía financiera y de h hacienda de las regiones de estatuto 
ordinario se promulgó en 1970. 
Es absolutamente cierta que los factores constitucionales no 
son extrapolables, y que, por tanto, el camino italiano no es nece- 
sariamente paradigmático, pero, al menos, si parecen ejemplares 
la prudencia y el realismo con que allí se operii, no siendo éstas 
precisamente las virtudes que en nuestro proceso autonómico ha- 
yan brillado m n  mayor fuerza. 
Precisamente esta rapidez con que se operó en España ha pro- 
vocado H p d r i o r  neceddad de equilibrar el proceso autonómico, 
originando la polémica LOMA. A nadie escapa tampoco que las 
tensiones que han surgido entre gobierno central y comunidades 
autiinomas proceden, en buena parte, por la política de parche0 
continuo a la que el gobierno central se ha visto forzado, con el 
consiguiente agravio a las comunidad= autónomas. Dichas tensio- 
nes existen y seguirán en pie en la medida en que no se ha conse- 
guido la deseada armonización entre Estado central y autonomías 
y de éstas entre si. 
El pmblemri no deja de ser de dificil solución. La sencillez se 
limita a wi phhmiento. h s  muchas y complejas necesidades de 
la vida polifica acbual -entendiendo esto en el entido m& m- 
plio- requieren un fuerte poder del Estado. Los grandes temas de 
esta política -¡a defensa, la economía, las deaguaidades sociales, 
&c.- n e d k  ser &ontados desde un centro iinico de decisión, 
con un poder de impulso que puede requerir el acrif~io de un 
colectivo mciai en aras de la slllución de un conficto global. El 
ejemplo de la reconversión industrial, por doloroso y cercano, re- 
suita suficientemente ilustrativo. Hacer compatible e&.os datos 
mencionados con el respeto a las entidades territoriales menom, 
con la comprensión de las p e d m d a d  * * es y justificadísimos anhe- 
los de las comunidades preexktentes al Estado que l a ~  abarca, e5 
un reta necesario que, reta que nuestra pafria - tras tanta etapa de 
cenidbmo- debe ahntar. Y tal reto, con su correspondiente 
solución, wi brea que &lo puede ahntarse a largo pho .  
Dos cuestiones hay que apuntar al llegar a este punta: la pri- 
mera -que realza más la trascendencia del tema autonómico- ee 
que en el mismo confluyen doctritm histórico-políticas, celosas 
de1 legitimo origen de su asphción mciodista; doctrinas que 
abarcan todas las gamas y matices posibles, desde la posición mo- 
derada bada la secsionista, con la repexwión dolorosa en la paz 
pública, tan dañada en el País Vasco. Y también confluyen cues- 
tiones económicas como la necesaria redktribución de beneficios 
entre Ias comunidades authnomas. 
La -da cuestión es la proainda conexión del tema que 
nos ocupa con las comunidades s u p ~ i o n a l e s ,  cuya existencia 
deberá requerir una cierta W t u d  de h organización territorial 
de los Eshdos miembros. Esto apunta a una mayor sustantividad 
de lo que se viene denominando Derecho intemegiond, que afec- 
ta truitn a los i n ~ c i o ~ t a s  como a los admithtrativbhs, 
amén del interés directa de los constituciomlistas. 
Parece importante se* aquí algo en lo que hay unánime 
acuerdo: k trascendencia del tema autonbmim es tal que de él 
depende h viabilidad del sistema político dhñaclo por la Condi- 
tución. O sea -dicho de otro modo- que de lo que resulte del 
régimen autmhnico depende la propia existencia de la Consti- 
tución vigente, y -en opinión de algunos-la existencia misma de 
la democracia en España. Y esto es fruto de que, precisamente el 
mgo fundamental de la Constitución española es BU diseño de la 
forma del Estado. 
No es que, pese a lo dicho, nuestro texto constitucional ca- 
rezca de otros rasgos de originalidad, ciertamente característicos 
y caracterizadores, pero también es verdad que la nota propia de 
nuestra Constitución vigente es la configuración de España como 
Estado autonómico. Con ello -y como ya ha sefialado antes e 
ha tratado de solucionar el pleito nacional mis importante, no &lo 
por la materia, sino también por la larga duración del mismo: la 
organización territorial del poder, la articulación de m tres ele- 
mentos del Estado -territorio, población y p o d e r  cuya combina- 
ción configura la forma del Estado. 
Tras estos datos tanto históricos como de Derecho compara- 
do, indispensables para afrontar la cuestibn objeto de esta lección, 
acudimos al texto constitucional vigente en España cuyo artído 
2 establece que la Constitución se fundamenta en la indisoluble 
unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos 
los espaiioles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía 
de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad 
entre todas eilas". No hubo variación sustancial entre el texto del 
Anteproyedo y el definitivo, que quedó como tal tras pasar por la 
Comisión constitucional del Congreso, sin que hubiese modifica- 
ción posterior alguna. Antes de entrar a hablar de las autonomias 
propiamente como tales tal como queda diseñada en la Constitu- 
ción vigente hay que hacer referencia al término nacionalidades 
que tanta discusión provocó tanto en la Camara como fuera de 
ella. En el debate constitucional figuraron las más contrapuestas 
tendencias. Letamendia defendió una enmienda por la que se ad- 
mitia el derecho a la autodeterminación de las naciones que com- 
ponían la plurinacionalidad del Estado españoI(l2). La discusión 
se centró en tomo al t é d n o  "nacionalidad". Para algunos el 
término era inapropiado por exceso; para otros por defecto. Sin 
embargo el articulo entero había sido fruto del consenso, por lo 
que la interpretación exacta de lo que se ha querido expresar con 
el vocablo mencionado corresponde a los portavoces de loe princi- 
pales grupos que lo consensuaron, y a su interpretación legitima 
hay que atenerse. 
Para Herrero Rodriguez de Miñón, la Constituci6n 6'reconoce 
un principio de autoidentificación de aquellos hechos diferenciala 
(12) P.D.S.C. no 66, 12, V, 78. 
con conciencia de su propia, infúngible, e irreductible personali- 
dad. 
A esta autoidentificación es lo que, a nuestro juicio, corres- 
ponde la expresión "nacionalidadee" que aparece en el articulo 
2 de la Constitución, y la Ehpaña que de esta articulación surja 
será, como decía k m  muchos decenios Prat de ia Riba, la resul- 
tante viva y vigorosa de todos los pueblos espaiíoles"(l3). 
Para Peces-Barba "la existencia de nacionrilidadm no excluye, 
~o todo lo contrario, hace mucho más real y más posible la exis- 
tencia de esa nación que para nosotros es fundamental, que es el 
conjunto y la abmrción de todas ias demb, y que se llama España". 
iandelino Lavilla, ministro de justicia, señalaba que "hay un 
punto que e r á  sin duda objeto de an6lisis pormenorizado al deba- 
tir e1 articulo segundo que ha de ser objeta de una consideración 
generd. Me refiero, naturalmente, a la utilización del t é u i o  na- 
cionalidades que, desde el punto de vista del gobierno y de la res- 
pomabilidad que supone en una visión dinámica de la historia y 
de la politica, sÓb es aceptable como expresión de identidad his- 
tbrica y cultural que, para hacer auténticamente viable ia organi- 
zacibn regionaI del Estado han de ser reconocidos y respetados 
incluso en la propia dimensión política que les corresponde en la 
fecunda y superior unidad de Espaiíaw(l 4). 
La discudón fue mis teórica que otra cosa. El término na- 
cionalidades que el texto reseña carece de contenido político. Es 
fundamentalmente, un reconocimiento a las regiones con una 
mayor tradición autonómica, situbdolas por encima, desde este 
punto de vista, del resto de las regiones españolas. Debido preci- 
samente a la generalización del régimen autonómico se realzó la 
importancia de las regiones de más raigambre auton6mico con la 
calificación de nacionalidades, y con la apertura del procdimiento 
del articulo 161, para la vh de acceso a la autonomia. Pero desde 
el ángulo de visi6n del articulo 2, el t é i n o  nacionalidades no 
pasa de e r  el reconocimiento de un hecho histbrico. De hecho tan- 
to naciomlidades como regiones se funden en un &lo término 
constitucional, en cuanto sujetos jurídicos dotados de autonomía: 
Comunidada Autónomas, sin que aparezca de nuevo la distinción 
entre ambas. 
(13) DSC no59,5,V, 78. 
(14) DSC no 61,9, Y, 78. 
La división tradicional de h formas del Estado es ia de Es- 
tado unitario o simple y federal o compuesto, por no citar otm 
formas ya peridhdas como )a Union Personal, la Unión R e d  o 
la Confederación. En el unitarismo el impuiso del poder central 
Uega par igual a todo el territorio, hay un centro Único de poder, 
a la vez que un solo poder constituyente y soberano. Por muchí- 
simas razones, en las que no cabe detenerse, el centraüsmo-unita- 
rismo puro no existe en la practica. Existen Estados con fuertes 
tendencias centralizadoras, incluso heredadas tras muchos siglos de 
historia, pero motivos de eficacia en ia gestión estatal, entre otros, 
han llevado a disminuir notablemente su presión centralizadora. 
Las dos tkcnicas para dicha disminución han sido la desconcentra- 
ción y la descentralización. ia diferencia entre ambas no es sólo 
de grado sino también de naturaleza. 
La disminución de la presión centralizadora -es decir el re- 
parto territorial del poder- se opera en la desconcentración por 
los propios agentes del gobierno centrai repartidos por la division 
territorial correspondiente. No hay un reconocimiento de ente 
territorial aiguno, sino aplicación de un principio de eficacia y 
gestión, que traslada a los agentes del poder central la capacidad 
de ejecucibn, pero subordinada siempre a los Órganos del poder 
central. Se trata, como se ve, de que en contacto con la realidad 
periférica, el poder central gane en eficacia. 
La descentralización supone una delegación efectiva de corn- 
petencias en favor de entidad= territoriales menores, a las que se 
les exige una formalidad jurldica pmpia, y que son titulares de 
dichas competencias. Para el ejercicio de dichas competencias eli- 
gen por sí mismas los Órganos correspondiente. El Estado central 
~ e a h e n t e  no hay otro- mantiene un derecho de inspección m- 
bre las competencias delegadas. De este modo el Estado -in dejar 
de ser simple o unitario- se pliega a exigencias históricas, tecni- 
cas o políticas. 
El Estado federal es el supuesto contrano. Se parte aquí del 
fenómeno inverso. Varias colectividades soberanas cden parte de 
su soberanía y mediante un pacto (foedus) acuerdin la existencia 
de un Estado federal -derivado de m pacto- que les integra. 
Coexisten -por tanto- dos soberanías: la del Estado federal, para 
una serie de competencias derivadas de su pacto originaxio, y la de 
l a  Estados miembros, que mantienen su poder constituyente, si 
se quiere cuantitativamente disminuido. Esa duplicidad de sobera- 
nias, cuya articulación ha dado pie a un larguhho y densísirno 
debate doctrinal, en el que no es posible detenerse, Ueva consigo 
también una duplicidad de Órganos paralelos. Los Estados-miem- 
bros participan en pie de iguddad o proporcionalidad -EE. W o 
la República Federal Alemana, respectivamente- en la formación 
de la "voluntad federal" a través de una de las Camaras, conf i i -  
rada coma representación de dichas Estados. El fenómeno federal 
fue uno de los motivos del bicameraltsmo, y éste es la razón de ser 
de las Cámaras Altas Federales. Y curiosamente hay que seiíalar 
que, a diferencia de lo que ocurre en casi la t o M  de los Es- 
tados con bicameralismo deequilibrado, en el caso norkameri- 
cano es la Cámara AIta -ei Senado- la que ejerce un papel fun- 
damental sobre la Baja, b Cámara de Repregentanfes. 
El problema es que en la práctica se ha producido una especie 
de cruce entre ambas formas clasicas de Estado. Dede hace ya 
muchos años, y más especialmente tras Isr I Guerra Mundial, el 
proceso lntegrador que el federaiismo comporta se ha ido refor- 
zando en detrimento del poder soberano de los Estados miem- 
bros. Este subsiste, al igual que su poder constituyente que les per- 
mite darse a si mismos su propia constitución, como subsisten tam- 
bién los elementos teóricos confiiradores del Egtado federal. Pero 
eI proceso Inkgrador, con matices en los diversos casos, se ha ido 
agudizando. Tanto que es casi común opinión el que la formación 
de la Nación norteamericana corno unidad se ha ido abriendo paso 
progresivamente en el actud siglo. Bien es verdad, que también 
ha contribuido en no poca medida su papel de líder de lo que se 
ha venido a denominar "mundo occidental". 
El proceso en el Estado unitario, simple, o descentralizado, 
ha sido posteriormente el inverso. Las razones ya han sido apun- 
tadas previamente. El poder central omnipotente ahogando los 
grupos siociales y SU espontaneidad no &lo produce en muchos 
casos una injusticia histórica -que lleva a ignorar lo que Hauriou(l5) 
señala como típico en Europa: primero existía h Nación, luego el 
Estado +no también ahoga y paraliza la vida socio política en un 
burocratismo esterilizante. 
Es verdad que el tArico esquema del Estado federal es hoy 
inaplicado, pero no es menos cierto que -salvo casos excepciona- 
(15) Hauriou, A&. "Derecho Constitucional e Instituciones Politicas". Ed . Ariel. 
les y poco ejempiares- tampoco existe el Estado unitario puro. 
Fortalecimiento de la conciencia de la unidad naciod -por un 
lado-- descentralización o desconcentración -por otro- son fe- 
ntirnenos prácticamente axiomáticos que han dado al traste con 
la puridad del esquema tradicional de las formas del Estado. 
Como se ha explicado previamente en la introducción hist6- 
rica fue nuestro texto de 1931 quién con~titucionaliz6 una '%ex- 
cera via". b hizo expresamente en el párrafo tercero de su arti- 
culo primero: "la República constituye un Estado integral, com- 
patible con la autonomía de los Municipios y de las Regiones' '. 
Examinados ya los precedentes doctrinales y el itinerario 
p~Iamentario del precepto hay que preguntarse por el lugar que 
ocupa en la distinción de las formas de Estado la articulada por 
el texto constitucional de la 11 República y seguida luego en 
Italiil y en la Constitución vigente en España. j W  es la mtm- 
leza del Estado regional o integral? ¿Es asimilable a alguna de las 
categorías tradicionah?. La rmpuesta no es &lo importante por 
su aplicación al texto vigente que hay en España, ni su interés 
meramente científico , sino porque tiene unos evidentes ef e h s  
prácticos, más aún en la Esp& de hoy en donde el Estado d k -  
fiado constitucionalmente está en proceso de asentamiento, está 
aún haciéndose, y puede suhk en su evolución lo que se ha deno- 
minado "la tirania de los términos". 
Para un wctor de la doctrina, el Estado regional ee un tipo de 
Estado unitario con un máximo grado de d e s c e n ~ a c i ó n ,  por 
&puesto cuantitativamente mayor que el que pueda gozar un sim- 
ple ente territorial descentralizado, pero que no puede ser equipa- 
rado d Estado federal porque la región -a diferencia del Estado 
miembro- no participa en la formación de la voluntad de los Ór- 
ganos del Estado ni pone un poder comtituyente propio, sino de- 
rivado del reconocimiento oonstitucional estatal. Los poderes de 
la Región son fruto de una delegación por parte del Estado. Estos 
son los argumentos principales que ilevan -entre otras cosas a Bb- 
caretti di Ruffia y a Burdeau a negar b sustantividad del Estado 
regional, incorporándolo, con los antedichos vértices a la forma 
unitaria de EsMo (16). Para el autor italiano las Regiones son enti- 
(16) V. Biscaretti di R S Y ,  P. "Diritto ConstituzionaleW. Ed. Ternos, M- 1973. p. 
625 Y s. 
Burdeau, C. "Traite de Science Politique". T. U. Ed. LCDJ. Paris 1980, p. 406 y a 
dades terribriales con autogobierno regional garantizado consti- 
tucionalmente. 
Prélot representa un mino- sector de Ioi doctrina que 
sitúa al Estado regional dentro de la fonna federal. Con la pecu- 
liaridad que caracteriza todas sus posiciones dochklee califica 
al Estado regional como Estado federal imperfecto. Federal por- 
que Bupone una pluraiidad de instituciones y personas, pero im- 
perfecto porque dependen del poder central(l7). 
Ambropini, Virga y entre nosotros F e m d o  Badia, posible- 
mente el mejor conocedor del tema, sitúan ai Estado r e g i o 4  co- 
mo una forma propia de Edado, una nueva forma con b t i v i -  
dad, que aparece como intermedia entre el unitario y el federal, y 
cuya principal cm&eristica es la autonomía regional. Se dif eren- 
cia del Estado federal dado que en este hay pluralidad de poderes 
constituyenb originarios, que provocan otros tantos ordenamien- 
tos constitucionaIes originarios; se diferencia de los Estados uni- 
tarios descentralizados en que en ellos &lo hay una fuente legisla- 
tiva, quedando al ente territorial descentralizado la competencia 
para h aplicación de egta legislación, incluyendo la potestad regla- 
m e n e ,  es decir el ente d e s c e n ~ r i d o  es aueuico ,  pero no 
autónomo. 
"Si utilizamos la terminologia en boga, diriamos que mien- 
tras la autarquía es una especia de descentralización administrati- 
va, la autonom ia lo es de la administración politica"(l8). 
ia región autbnoma tiene una competencia legislativa sobre 
una serie de materias recogidas en el texto constitucional -rirts. 
14, 15, y 16 de la Constitución española de 1931, y art. 117 del 
texto italiano- competencia de ia que carece el ente antagbnico 
dwcentralizado en un Eshdo unitario. Pero a cambio- a dife- 
rencia del EsMo federal no puede elaborar su propia Oonstitución 
ni participa en la formación de h voluntad federal. Para Ferran- 
do Badía los Estados unitarios pueden llevar consigo la descon- 
centración y la descentralización, ésta hasta la autarquia -potes- 
tad r e g h e n h i a  ejercida en nombre propio por el ente territo- 
rial menor; la autonomía es el correlato del Estado regiomi o 
(17) V. Prclot, M. "Instítutions Politiquts et b i t  mstititutionnci". Ed. D a h z ,  Paris 
1980. PP. 247p 55. (1 8) Feaando Badia, J .  "ElEstado u n i d ,  el Federal y el Estado Rcgíand'! Ed. T e m s .  
Madrid 1978, p. 183. 
autonómico; y el Estado miembro configura el Estado federal. 
miedominó, sin duda, un criterio pragmático que llevó a huir 
de calificativos sobre la forma de Estado. Pero el propio enunciado 
del articulo 2 y, naturalmente, el titulo VIII, concretamente el 
articulo 137 sitiian la autonomía como pieza ciave, caracteristica 
esencial y definidora de nuestra organización territorial del Estado. 
¿En qué consiste la autonomía?. El propio thrrnino derivado 
del griego indica su concepto. La facultad de dar normas, de dar 
leya es 10 constitutivo de la autonom ia. Alguien autónomo es al- 
guien que está capacitado para dictar sus propias leyes. "La auto- 
nomia -añade Ferranda- implica siempre competencias legisla- 
tivas''(l9). 
Habrá que preguntam! si la autonomia se predica de igual ma- 
nera a los diversos ente recogidos en el artículo 137 de nuestra 
Constitución, aI enunciar la organización territorial del Estado: 
#'E1 Estado se organiza territorialmente en Municipios, provincias 
y en las Comunidades Autónomas que pe constituyan. Todas estas 
entidades gozan de autonomía para gestión de sus respectivos 
intereses". 
Es evidente que en el sentido estricto que se ha dado antes 
a la palabra autonomía, &lo las Comunidades Authnomas gozan 
de la misma. No es el caso de los entes territoriales menores cita- 
dos en el articulo que gozan de iibertad de actuación en la gestión 
de sus intereses. Estas son "auttinornas" en dicha gestión, y para 
hacerla más eficaz pueden autoorganizarse y dictar sus propias 
normas, pero nunca leyes, es decir disposiciones normativas que se 
incorporan al ordenamiento jurídico del Estado, y que tienen 
rango y obligatoriedad de ley formal para los habitantes de la co- 
munidad. De esta puntualización procede la distinción entre auto- 
nomía política -propia de las Comunidades Autónomas-- y auto- 
nomía adminbkativa, propia de las provincias y municipios(20). 
Es la autonomía quien califica al Estado español en cuanta a 
su organización territorial. Cuantos intentos se han hecho para in- 
tentar incluir la forma del Estado actual en k chsificación tradi- 
cional no han tenido una aceptación mayoritaria. 
(19) Ferrando Badia, J. 'Teoría y realidad del C t d o  autonómico" en Revisu dc Poli- 
t i a  Comparada. Univ. Intcrn. Mcnéndcz Pelayo. no 111. Invierno 1980-81. (20) Gonz&z Encinar, JJ.  "Autonomía" en 'Piccionario del sistema polílico cspailol" 
Ed. &l. Madrid 1984, p.  25. 
De ahí que la caüficación de Estado autonómico, más en 
atención a una fórmula awutiva consagrada por el propio texto 
que por el intento de establecer una ategoria juridica, es h que 
ha predominado. La denominación procede de un articulo de Sán- 
chee Ag&a en el Diario 16 de 1.IX.78 y el propio profesor expli- 
ca: "Podríamos Tiamarlo "Estado autonómico" en cuanto es un 
Estado nacional que reconoce el derecho a la autonomía de las 
nacionalidada y regioaes mbre las que se ha constituido en la 
Iiistoria"(21) . 
Este Estado autonómico es esencialmente el Estado integml 
o regional de las Comtituciom apañola de 1931 e itdiam de 
1947, cuyas características -que h c o f l s  como inmedio  
entre las formas federal y unitaria- ya m han explicitado. Cabe 
insistir aquí en dgÚn aspecto mis. 
Su proximidad al Estado u n i e  se acentúa en la idea de que 
sólo existe una organización estatal. Las nacionalidrtder y regiones 
reconocidas en el texto constitucional no tienen lms características 
que podrían hacerlas figurar como entidade8 ehtales. Iio son en 
la medida en que forman parte del Estado, no en la medida en que 
ellas puedan constituirse como tales. En e& sentido de proximi- 
dad con el unitarismo no empaña b expuesto h sentencia de1 
Tribunal Constitucional de junio de 1982 cuando habla de "Esta- 
do compuesto". Dicha afirmación, que nos colocaría en el plano 
teórico del federalismo , hay que entenderla conjuntamente con las 
vertidas en otras sentencias del Alto Tribunal, por ejempb k de 
julio de 1981 y abd de 1983, en las que se insiste en el cmi&r 
unitario del Estado, sin perjuicio de que e trate de una imtitución 
compleja. 
Su afinidad con la forma federal de Estado estriba en que en 
el Estado autonómico se pducen  también tres categorías de d a -  
ciones que se dan en el federalismo como Estado compuesto: hs 
relaciones del Estado con las entidades territoriales inferiores; las 
de &os entre sí, y las que conducen a la formación de ia volun- 
tad genemi, Mía Pelayo h ha denominado, respectivamente, 
relaciones de supra o subordinacibn de cmrdina&n y de inordi- 
naciÓn(22). 
(21) S b c h a  Agcsta, L. "Sistema poiitiw de la ComtituaÓn española de 1978': Ed. 
Nacional, Madrid 1980, p. 344. 
(22) García Pelayo, M. ''Derecho Constituciomi comparado". Ed. Alianza, Madrid 1H4, 
p. 233 Y PP. 
Este Estado autonómico queda definido por las caracterís- 
tic= siguientes: 
1) La unidad de la Nación española "patria común e indivisi- 
ble de todos los españoles", a tenor de lo añrmado por el articulo 
2 de la Conrititución. Esta unidad es compatible con la autonomía 
de las comunidades autiinomas. Esta autonomía permite, lógica- 
mente, a dichas Comunidades v n  virtud del autogobierno- esta- 
blecer h pauta8 fundamentales de su política, pautas que no sólo 
son ajenas al Gobierno Central, sino que, inc lw,  pueden ser con- 
trarkri. Todo eUo en materias de su competencia. Lo que queda 
absolutamente excluido es el derecho a la autodeterminación. 
2) El reconocimiento de k autonomia por parte del Estado a 
las entidades territoriales infraestatales se pxeaenta como algo obli- 
gatorio. E s k  autonomía se predica propiamente de las nacionali- 
dades y regiones constituidas en Comunidad. Como ya se ha dicho 
antes los entes locales gozan de autonomía administrativa. España 
a por n e c d  obligación constitucional un Estado autonómico. 
Dada la ya examinada crisis de k distinción b d i c b d  de las for- 
mas de Estado, es pr6ctica y también científicamente mejor reco- 
nocer sushantividad como forma de Estado "a e" a la imperada 
constitucionalmente como característica esencial. El profesor 
MarEinez Sospedra puntualiza en este seniido que las comunidades 
autónomas "son entes necesarios porque su ausencia supondría. . . 
el cambio de la estructura misma del Estado (bien en entido uni- 
&o, bien en sentido federal), supondría una alteración de la fór- 
mula política de la Constitución, y, por consiguiente, no un cam- 
bio en la Constitución, sino un cambio de ia ConstituciÓn"(23). 
Este reconocimiento de la autonomía concebido como algo nece- 
sario 8e presenta como algo tan esencial que se considera de mo- 
mento constitutivo en el proceso de c ~ e ~ c i Ó n "  del Estado sur- 
gido dede 1975. Así se infiere necesariamente de los artículos 2 y 
137. 
3) Junto a esa necesidad de la autonomia como elemento 
configurador del Estado eqañol, hay que añadir que la autonomia 
es un derecho voluntario, a tenor del articulo 143 .l. Más adelante 
matizaremos esa característica. 
(23) Martiriez Sowcdra, M. "Aproximación al derecho Constitucional espafiol. La Cons- 
titución de 1978". Ed. Fdo. Toms, V&ncia 1981, p. 96. 
4) La autonomía es un derecho generd, td como m infiere 
del mencionado articulo 143.1. h e  sujetos de tai derecho son "las 
provinck limitrofes con caracterkticas histbricas, culturales y 
económicris comunes, los territorios insulares, y  la^ provincias con 
entidad regional histórica". La diferencia con el sistema de la 
~od i tuc ión  de 1931 es que en ella el régimen autonómico se 
pxeveia como excepcional, siendo el régimen común el de la de- 
pendencia del poder central. El sistema previsto por nuestra Cons- 
titución vigente es el contrario. El reconocimiento necesario de la 
autonomía como rasgo c o n f i i o x  del Estado se impone, incluso 
constitucionalmente, en casos excepcionales sobre h voluntarie- 
dad del derecho a h autonomia. Tal ea el supuesto previsto en el 
articulo 144, pirrafos b) y c) que b i ó  para que se dictasen la 
L.O,13/í980, de 16 de diciembre, por la que quedó sustitu,jda Ia 
iniciativa autonómica en la provincia de Almería, y la L.O. 511 983, 
de 1 de marzo, por la que se incorporaba a Segovia a la Comuni- 
dad de astilla-kón, haciendo así general el r6gimen autonómico. 
5) La auhnomia puede ser igual en su contenido para todas 
las Comunidades, y eUo , entre otros argumentos que pueden invo- 
cm%, en virtud del artículo 1.1 de la (3nstituciÓn que propugna 
la jguaiciad como uno de los valores superiores del ordenamiento 
jurídico. Quiere decir que el techo competend a que pueden 
Uegar i a ~  Comunidades Autónomas ai cabo de los 5 años de vigen- 
cia de su estatuto puede ser igual para todas ellas. No lo sera de 
hecho porque pueden ser desiguales en lo que respecta a determi- 
nación concreta del contenido autonbmim, es decir de su Esta- 
tuto, y por tanfo en cuanto a su complejo competencial. No em- 
paña la vigencia de esta característica de igualdad dos custiones 
que a primera vista, pudkm parecer que crean distinciones entre 
ias Comunidades Authnomas. La primera de ellas b ofrece el arti- 
culo 2 de la Constitución al distinguir entre nacionalidades y re- 
giones. Remitidndonos a lo visto anteriormente obseniamos que 
el término "nacionalidades" no vuelve a aparecer en el resto de la 
Constitución. Nacionalidades y regiones se denominan -en cuanto 
a entes dotados de autonomía- con una expresión Única. Comu- 
nidade Autiinomas. Como antes  se ha apuntado el término 'ha- 
cionaliddea" siMÓ para dar una situación honoríficamente pree- 
minente a las Comunidades vasca, catalana y galIega, ee decir, a las 
del articulo 151. Sin embargo la diferencia está en la tramitación 
del proceso autonómico, en la vía de acceso a la autonomía, es de- 
cir, que la distinción es puramente procedimental, llegándose, en el 
tmmwm de 5 años, a un nivel igual de competencias para todw 
las Comunidades. Y la segunda cuestión dimana directamente de la 
anterior. Aunque, de partida, y a tenor procedimental de los artí- 
culos 143 y 151, se haya hablado de comunidades con autonom k 
plena y comunidades con autonomía limitada, el articulo 148.2 
preve -como se ha dicho antes- que el transcurso de los 6 aiíos 
iguala, d menos en teoría, las competencias de todas las comuni- 
dades. El TkibunaI Constitucional,en su sentencia de 5 de agosto 
de 1983 sobre la LOAPA, destaca los casos en que las Ctomuni- 
dades AuGnomas son materialmente iguales: subordinación al 
ordenamiento constitucional, representación en el Senado, legiti- 
mación ante el Tribunal Constitucional, entre otros. 
6) Ias Comunidades participan en la formación de la volun- 
tad estatal. Por un lado participan del poder leghtivo, son titu- 
lares de la potestad l-lativa sobre m a t a  de su competencia. 
También son titulares las Comunidades Autbnomas del ejercicio 
de la iniciativa legislativa, a tenor del artículo 87.2. Participan en 
el proceso de reforma constitucional, en virtud del artículo 166. 
Finalmente hay que señalar la pdicipación de las Comunidades 
Authnomas en la composición del Senado (strticulo 69.5) ~~ 
que IX configum como Órgano ''de repmentación territorial", a 
tenor de lo que expma e1 p&rra£o 10 del articulo 69. Precieamente 
en los Últimos meses se ha venido hablando de la necesidad de 
reformar el Senado en el sentido de darle un mayor realce como 
Órgano de representación territorial, como cauce de la participa- 
ción de las Comunidades Autónomas en la formación de la volun- 
tad general, a través de la actividad de la Cámara Alta. Aunque no 
sea éste el lugar para insistir en el tema no estl de más hacer ver que el 
parlamentarismo español ha quedado excesivamente desequi- 
librado. Si se exceptúa el caso brit6nico en ningún sistema bicame- 
raI resulta un desequilibrio tan patente. El Senrido español no re- 
sulta una Cámara de reflesión o ponderación, ni de  experto^, ni 
-y esto es lo más g r a v e  resulta ser la C h r a  de representación 
territorial por causa del sistema de elección de senadores. Para que 
la tarea del Senado se ajustara a la misión constitucional del arti- 
culo 69.1 podrían arbitrarse varias soluciones;' la que parece más 
lógica y coherente seria que sus miembros se eligieran no con base 
provincial, sino que se utilizara como circunscripciÓn el territorio 
de las comunidades Autonomas en su totaiidad, procediendo a las 
correcciones oportunas en b a  a la cantidad de población de cada 
Comunidad. ia representación con base provincial d e b  rmervar- 
se para ios Órganos de representación del territorio autonómico. 
Esta defección del Senado en el incumplimiento de su misión cons- 
titucional, hizo que a juicio de no pocos constituciomlistas, la 
reguiación de la &ara Alta naciera ya con vocación de reforma. 
Hoy, cuando ya parece conwilidado el mapa de Iris autonomías, 
da la imprdón de que tal reforma pueda empezar a resulb opor- 
tuna. 
7) ia autonomía puede ser prograiva, a tenor del articulo 
148.2. Como ya se ha hecho notar, el simple transcurso de 6 años 
puede convertir la autonomía limitada al nacer, en plena. Por otro 
lado, una ley marca o de delegación puede ampliar el contenido 
de la autonomh. Esto permite afirmar -como antes m ha esbo- 
d o -  h plenitud final de todas las autonomías. En algunos 
casos la plenitud será inicial, en otros diferida. 
8) El articulo 138.1 consagra el principio de mlidaridad 
como fundamento de nuestro Estado autonómico, tal como queda 
anunciado en el articulo 2. Constitucionalmente la solidaridad se 
articula como necesario correlato de la autonomía. Ademis del 
Gobierno de h Nación, compete muy egpeciiilmente al Tribunal 
Constitucional, d Senado, y al Rey -como poder moderador- ser 
instrumentos de la solidaridad entre hs Comunidades Autónomas 
de España y de todas eiias con el E~tado. Esto tiene una serie de 
manifestaciones de las que se pueden concluir como m& iiripor- 
tan- : 
a} h referencia expresa al hecho insular que o£rece el propio 
párrafo 1 del artículo 138. Tal referencia se introdujo en la Comi- 
sión de Asuntos Constitucionales en su reunión del 9 de junio de 
1978 al a c e p m  una enmienda <Sn voce" suscrita por todos los 
grupos parlamentarios del Congreso, sustitutoria de otra presen- 
M a  por loe diputados Gm' Mir y Rodr iguez Miranda en este mis- 
mo sentido. "La insularidad es un dato *o el diputado Gari- 
ea una premisa a tener en cuenta. , . No se trata de comagm en la 
Constitución ningún privilegio para nadie; se trata de hacer. . . 
que no cuca más ser español por el hecho de ser insular". 
b) la exiptencia del Fondo de Compensación comtituciona- 
lizado en el articulo 158.2 "con el fin de corregir dmquilibrios 
económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de so- 
lidaridad". 
c) la prohibición -articulo 138.2- de que los Estatutos de 
autonomía impliquen priviiegios económicos o sociale$ y por tan- 
to * iculo 139- la afirmación de que 4 ~ d o s  los españoles tie- 
nen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del te- 
rritorio del Estado". 
d)  la posibilidad -articulo 150.3- de que se dicten leyes de 
armonización por prirte de hs Cortes Generdes, incluso sobre ma- 
terias atribuidas a la competencia de la Comunidad Autbnoma 
"cuando así lo exige el interés general". Leyes que, evidentemente 
tienen una naturaleza excepcional. Piénsese ' en el trascendental pa- 
pel que, en esta materia, podría jugar el Senado Q -mediante la 
oportuna reforma- fuera una auténtica Cámara de representación 
territorial. 
e) negativamente, el &icuIo 155 autoriza al Gobierno a 
adoptar las medidas necesarias para que una Comunidad cumpla 
sus obligaciones impuestas por la ConstituciOn y las leyes, o no 
actúe de forma que atente gravemente al interés general de Espsuia. 
Obligado es reconocer que el citado articulo akibuye al. Senado h 
necesidad de contar con su parecer favorable -la mayoría absoiu- 
del mismo- como requisito antes de que el Gobierno actiie. 
Prácticamente caracteriza a nuestro Estado autonómico el no 
estar concluido. Hay aspectos del mismo -el mapa de las autono- 
mías, por ejemplo- que pueden considerame conciusos. Pero no 
es menos verdad que hay otras cuestiones -competenciales y, so- 
bre todo económicas que distan mucho de estar resueltas. Lucas 
VerdÚ(24) refiriendo= al Estado autonómico lo d i c a ,  acerta- 
damente, como un proceso indefinido, desde el principio y siem- 
pre 'Sn fieri". El Estado autonómico está por consolidar. Cual- 
quier exceso en un sentido u otro puede dificultar dicha comoii- 
dación, e intentos en ambos sentidos los ha habido. Los fenóme- 
nos centrífugos -por un lado- agravados por el hecho temribita, 
el más grave de los problemas planteados, y las necesidades de 
ajustar un proceso autonómico apresurado, con las posibles extra- 
limitaciones anticonstitucionale8 que e& podbilita -por otro 
lado- son factores que pueden desequüibrar h balanza que el 
Estado autonómico sufre hacia uno u otro lado. El caActeF de 
intermedio que pone el Estado regional y la ineludible necesidad 
- 
(24) op. cit. p. 797. 
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de acopiamienta que la nueva forma de Estado requiere facilita 
la posibilidad de desnaturalización desequilibrante antes referida. 
Eh e& aspecto el caso de h LOAPA es suficientemente aleccio- 
nador. 
/ ju pw acabar no puc ni vu1I deixur de dir unes pamufes, de 
preocupació i d'esperanp, en torn o la nostra Comunitut Aut6nomu. 
/'eloboració de I'Estotut no va esser -com tots sabem- una tasca 
gens fdcil i lo construccl6 del futur autondmic tampoc no ho ds i 
possiblement no ho ser6 - e l  temo de /a normalitzacib lingüjstica i 
d retal1 dels pressup ts  de /'Estor s6n dos octuols exemples d 'aques- 
tes inevitables dificultats-. Pero, maQmt aix6, aapr fitant avui la 
presBncla dels nostres governants, vull dir que a to fs ens toca fer 
un esfor~, il.lusiomt i rigor&, per reconstruir i retrobar /a nostra 
identitot peculior i /a nostra conciincb de poble, de poble que 
camino decidir i sense por cap a un futur, sem dubbte, rnés just i 
més //jure. 



